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I.- Planteo del tema a considerar.  
Proponemos en las siguientes líneas presentar, para su análisis y discusión, un 
instrumento jurídico legislado en las provincias de Buenos Aires1 y en Santa Fe2 como  
remedios eficaces para las consecuencias negativas que ocasionan a los inmuebles las 
inundaciones, en particular cuando estas son la consecuencia de obras realizadas por 
mandato estatal.  
Hacemos referencia, a la denominada “servidumbre administrativa de ocupación 
hídrica” que forman parte de su  ordenamiento jurídico de la Provincia de Buenos Aires 
a partir del dictado de la ley 14.540 y,  para la Provincia de Santa Fe, al decreto nro. 
285/17 que reglamenta el artículo 25 de ley  11.730. En ambos casos se asientan sobre 
el instituto de las “servidumbres administrativas”, con determinadas particularidades 
que tipifican la vinculada al agua.  
En general ambas normas, tienden a regular las consecuencias dañosas de las 
obras que realiza el Estado con el fin de atenuar o prevenir las secuelas negativas que 
ocasionan los desbordes de los ríos o cursos naturales de agua luego de, entre otras 
* Abogado. Especialista en Derecho Administrativo (UNLP). Profesor regular ordinario en “Derecho 
Administrativo I”  y de postgrado en la Faculta de Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad 
Nacional de La Plata y de la Facultad de Ciencias Económicas y Jurídicas de la Universidad Nacional de 
La Pampa. Docente-Investigador Cat. III. Régimen Incentivos Ministerio de Educación de la Nación. 
Secretario –por concurso- Instituto de Derecho Administrativo de Fac.Cs.Jdas. y Soc. UNLP-. Integra el 
Proyecto de Investigación, como Investigador Formado, “Ambiente y Derecho: respuestas ante la crisis 
del agua”, dirigido por el Dr. Leonardo Pastorino, en la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la 
Universidad Nacional de La Plata (cod. 11/J137). 
1 Ley 14.540 B.O. 23/9/13 
2 Ley 11.730 que se encarga del régimen de uso de bienes situados en las áreas inundables dentro de la 
jurisdicción provincial. “Bienes zonas inundables-inundaciones”. La ley es reglamentada por el Decreto 
nro. 3695/03 y, a su turno el Decreto nro. 0285/17 reglamenta el artículo 25 de la ley citada. 
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causas, la caída de abundantes precipitaciones o  debido a una incorrecta derivación del 
caudal de las líneas acuíferas.  
También se hace referencia, al justificar las decisiones estatales en examen, que 
las mismas se asientan en que “los cuantiosos costos humanos, económicos y sociales 
que comportan las crecidas, obligan a incorporar medidas eficaces de previsión, 
predicción y control de avenida” –fundamentos de la ley de Bs. As y en similar 
dirección el decreto Nro. 285/17 de Santa Fe- y es por ello que se proponen como 
herramientas útiles para el manejo de excedentes hídricos, producto de eventos 
extremos de precipitaciones y, como dice la legislación santafecina en pos “de la 
protección del interés público”. 
El principal objetivo de las normas es fijar un mecanismo de compensación 
económica para los propietarios de inmuebles que reciben los efectos nocivos de las 
obras, estableciéndose a su favor la percepción de una indemnización.  Y, por su parte, a 
favor de los Estados, una limitación de la compensación, como también una 
previsibilidad y ordenación en el gasto por dichos eventos. 
En los fundamentos del decreto reglamentario del art. 25 de la  ley Santafecina 
que se ocupa del “régimen de uso de bienes situados en las áreas inundables”, en lo que 
se refiere a las servidumbres que allí se permiten, expresamente se señala que “en 
ningún modo altera o perjudica el derecho de todo propietario de exigir la aplicación de 
la figura de la expropiación, en los casos que así corresponda”.  Tal solución es viable, 
porque el artículo que se reglamenta hace referencia en principio a la “expropiación” de 
inmuebles, delegando al Poder Ejecutivo la facultad de imponer limitaciones a la 
propiedad privada en pos del interés público. Posteriormente, el decreto es el que 
incorpora el tema de la restricción al dominio objeto de esta ponencia. 
II.- Las normas que crean la servidumbre de ocupación hídrica en la 
Provincia de Buenos Aires y en Santa Fe.  
a) Principales rasgos de la servidumbre de ocupación hídrica. 
La técnica utilizada por el legislador es la declaración de “utilidad pública” y 
sujeto a “servidumbre administrativa de ocupación hídrica” a todo inmueble del 
dominio privado situado en Estado Provincial para su utilización como reservorios de 
aguas de carácter temporario frente a obras que emprenda la administración provincial a 
tal fin3. 
3 El artículo 19 del decreto nro. 285/17 en Santa Fe establece “Estará sujeto a servidumbre administrativa 
de ocupación hídrica todo inmueble de cualquier naturaleza que fuere necesario para el almacenamiento 
 2 
                                                        
Circunscribiéndonos a la calificación adoptada por la normativa que da origen a 
las servidumbres, tal denominación denota que el objeto que se busca regular 
legalmente es la permanencia de aguas derivadas por efecto de obras que realiza el 
Estado provincial para evitar o prevenir un daño y, como consecuencia, el titular del 
derecho se privará –durante el tiempo que perdure el anegamiento obligatorio- del uso y 
goce del derecho de propiedad, manteniendo la titularidad registral. 
A su turno de manera más amplia el decreto reglamentario del artículo 25 de  la 
ley 11.730 en  Santa Fe se ocupa de la limitación al dominio que vengo analizando, no 
obstante establecer en el anexo del decreto un régimen general aplicable a las 
“servidumbres administrativas”4, para detenerse al final del texto en su  enumeración 
(“ocupación hídrica” y de “construcción, mantenimiento y conservación de terraplenes 
de defensa”). 
En el caso de las servidumbres administrativas de ocupación hídrica, la norma 
santafecina, comienza por establecer que la limitación al dominio se podrá constituir 
sobre “todo inmueble de cualquier naturaleza que fuere necesario para la construcción, 
reconstrucción,…de obras de defensa contra inundaciones, de manejo y gestión de 
excedentes hídricos…” para reconocer la existencia de la servidumbre especial aludida 
al proceder a su clasificación5 al final del decreto.  
La “ocupación hídrica” puede definirse como el ingreso y permanencia de una 
masa de agua en un inmueble por las obras llevadas adelantes por el Estado; pero 
para la operatividad del régimen legal, dicho ingreso debe ser de manera esperada ya 
sea por su frecuencia, como por la duración del evento. 
En ambas legislaciones se postula la necesidad de brindar previsibilidad a las 
consecuencias que derivan de la gestión estatal cuando se llevan adelante obras y/o 
trabajos públicos –o privados con autorización estatal- y así evitar un perjuicio grave a 
de excedentes hídricos o mitigación de los efectos de crecidas de los cursos y cuerpos de agua, en 
cualquier lugar de la provincia, en forma esperada y como consecuencia directa de obras realizadas y/o 
autorizadas por la Autoridad de Aplicación”. 
En la legislación de Buenos Aires se establece “Declárase de utilidad pública y sujeto a servidumbre 
administrativa de ocupación hídrica que se crea por esta Ley, a todo inmueble del dominio privado 
situado en cualquier lugar de la Provincia, que como consecuencia directa de obras expresamente 
aprobadas por la Autoridad de Aplicación, con el fin de mitigar los efectos de las crecidas de los cursos 
y/o cuerpos de agua, resultara ocupado parcial o totalmente mediante el almacenamiento temporario de 
una masa de agua proveniente de excedentes hídricos. Dicha servidumbre se constituirá en favor del 
Estado Provincial” (art. 2). En la misma norma, en el siguiente artículo se establece que “A los fines de 
esta Ley se considera ocupación hídrica al ingreso y permanencia de una masa de agua en un inmueble 
por efecto directo de la ejecución de obras públicas, y siempre que se produzca de manera esperada ya sea 
por la frecuencia, como por la duración del evento”. 4 En particular artículos 1 al 18 del anexo del decreto.  
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la población ante la crecida de ríos o espacios de aguas permanente.  Las provincias, 
ejerciendo una prerrogativa inminentemente local, regulan una limitación a la propiedad 
privada que coexistirá, entendemos, con las soluciones ya existentes frente al 
desplazamiento de las masas de aguas. 
Regresando al régimen jurídico que se estipulan en las normas, ha de 
puntualizarse que la obligación que establece se limita a la ocupación temporánea de 
inmuebles mediante almacenamiento de una masa de agua y, durante tal ocupación, el 
titular pierde el uso y goce del espacio del bien que domina la servidumbre.  
De tal forma, si bien los problemas que acontezcan en la aplicación de este 
régimen jurídico particularizado han de ser resueltos bajo el prisma de las servidumbres 
administrativas (y subsidiariamente de la expropiación), estimamos que también 
deberán ser consideradas aquellos principios y reglas generados en el instituto de la 
“ocupación temporánea”, toda vez que, de manera clara, lo que se busca con la 
servidumbre hídrica es “ocupar” por un plazo determinable un inmueble, limitando en 
dicho periodo el uso y goce a sus legítimos dueños o poseedores. 
La diferencia es que en los regímenes jurídicos examinados no se fija un “plazo 
definido” de permanencia de agua; por el contrario, de la lectura del mismo se puede 
concluir que la ocupación siempre será viable una vez construidas las obras y por ello se 
abona el canon o indemnización. En el caso de las “ocupaciones” la ley que las crea o 
autoriza debe prever de manera expresa el tiempo de ocupación. 
El ordenamiento provincial vigente en Santa Fe –decreto Nro. 285/17- no 
establece normas con el objeto de regular solamente la limitación al dominio vinculada 
al anegamiento de inmuebles –aunque lo habilita expresamente-, sino que enfoca la 
viabilidad de constituir servidumbres administrativas para la construcción, reparación o 
conservación de obras que busquen detener o evitar el avance del agua –también 
objetivo de la legislación provincial-. Así también aquellas obras pueden estar 
enfocadas a manejar el excedente hídrico, realizando reservorios de aguas6, finalizando 
el mismo con la posibilidad de constituirlas para realizar “el almacenamiento de 
excedentes hídricos o mitigación de los efectos de las crecidas”7 
La “servidumbre administrativa” –en ambos ordenamientos- puede abarcar a 
todos los inmuebles del dominio privado que se encuentren ubicados en territorio 
5 Conf. art. 19. 
6 Conf. art. 1 y 8 in fine.  
7 Art. 19 del Dec. 285/17 
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provincial y que, por las obras,  deban ser ocupados; en lo que a la ponencia interesa, de 
manera  “parcial o totalmente mediante el almacenamiento temporáneo de una masa de 
agua proveniente de excedentes hídricos” de “crecidas de los cursos y/o cuerpos de 
agua”. El régimen santafecino no fija un plazo de permanencia. 
La regulación bonaerense contiene reglas concretas que hacen viable su 
aplicación, remitiéndose supletoriamente a la ley de expropiación provincial (nro. 
5708), la cual regirá en aquellos aspectos que no se encuentren expresamente 
contemplados. Remisión que es bastante común en la mayoría de tales ordenamientos 
especiales, no obstante que entre ambos institutos existen diferencias cualitativas o de 
grado que inciden en los efectos jurídicos que emergen de su aplicación. 
En el caso de la reglamentación vigente en la Provincia de Santa Fe, la 
servidumbre de ocupación hídrica –como lo indique- aparece como una especie dentro 
del marco general de la regulación de servidumbres que regula la legislación específica 
creada para remediar los problemas hídricos.  
Teniendo como pauta general las directivas que dimanan de la Constitución 
Nacional y de la Constitución Provincial, es lógico que cualquier limitación a la 
propiedad privada repute como fundamento una “ley” en sentido formal y material. 
Observación que merece el régimen de Santa Fe que tomó el camino del “decreto” para 
establecer limitaciones a la propiedad privada, lo cual incide fuertemente en su 
adecuación al régimen constitucional  en lo referido a la potestad legislativa y la 
competencia exclusiva que se le asigna al Poder Legislativo cuando se limitan derechos. 
En razón a esto último, recuerdo que la limitación, enseña la doctrina, puede 
canalizarse tanto por ley nacional como local, pudiendo ser general o especial pero, en 
ambos casos, requiere de una “manifestación del órgano deliberativo competente, por el 
procedimiento normado al efecto. De tal forma, la sanción de una ley es correcta ya que 
importa un sacrificio o desmembramiento dominial que requiere inexcusablemente la 
vía legal para su imposición”8.  
En el caso, la servidumbre de ocupación hídrica importa -claramente- una 
limitación al dominio que afecta la exclusividad del mismo y conlleva para el titular del 
inmueble la obligación de “hacer” o “no hacer” determinadas conductas que posibiliten 
el ingreso del agua por las obras realizadas por el Estado.  
8 Dromi José Roberto, Derecho Administrativo Económico, Tomo 2, Astrea, Buenos Aires,1979, pág. 358 
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Advertimos entonces una debilidad de índole constitucional en la decisión 
adoptada en Santa Fe que regula y crea servidumbres utilizando como medio jurídico la 
figura de la “reglamentación” de una ley, que si bien ésta habilitaría el ejercicio de 
ciertas facultades por el Poder Ejecutivo 9  pensamos que no pueden delegarse las 
atribuciones que son de resorte exclusivo y excluyente del órgano legislador10  y mucho 
menos si ello importa establecer los elementos estructurales del instituto jurídico en 
comentario – vrg. regulación específica de las limitaciones al dominio en pos del interés 
público-.  Es observable entonces el avance que, sobre una potestad estrictamente 
legislativa, realiza el decreto nro. 285/17. 
Entendemos que, en ambos ordenamientos jurídicos, las cosas que pueden ser 
afectadas por la servidumbre administrativa en estudio son los inmuebles pertenecientes 
al “dominio privado” de personas físicas o de existencia ideal -públicas o privadas- que 
se encuentren situados en sus territorios.  
En este contexto, es comprensible afirmar que las normas ha pensado el instituto 
jurídico sobre la base de terrenos rurales, siguiendo de tal forma lo acontecido en la 
realidad que ha servido –entendemos- de base para la iniciativa legislativa. Es difícil 
sostener o avizorar que se aplique una servidumbre de ocupación hídrica sobre un 
pueblo o ciudad.- 
La posibilidad cierta de anegamiento de inmueble – y los muebles anexados a 
éstos- por efecto directo de las obras aparece como un recaudo esencial, sobre el que se 
perfeccionan los restantes; correspondiendo al titular del dominio, en caso de dudas, 
acreditar el hecho controvertido (es decir, el efecto directo). De no verificarse los 
extremos que establece la normativa, el titular de dominio no queda vedado de realizar 
el reclamo de los perjuicios ocasionados por el obrar del Estado, reclamo que correrá 
por otro andarivel jurídico. 
Al importar la servidumbre de ocupación hídrica una limitación a la propiedad 
privada, la ejecución de su contenido implicará para el titular del fundo servido 
obligaciones de hacer o no hacer  y, para el titular del derecho real administrativo, un 
sinnúmero de conductas tendientes a garantizar que la ocupación hídrica cumpla su 
cometido. En particular, a favor de la administración –de manera no taxativa– la 
posibilidad de “construcción, operación, vigilancia y mantenimiento de reservorios” en 
9 Ver art. 3, 17 y 25 de la ley 11.730 
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todos los casos con el fin de “prevención y/o mitigación de crecidas”. Otras medidas 
serán viables, fundadas en el derecho real administrativo en cuestión, en tanto exista una 
relación directa con el fin público que se busca proteger. 
Se impone a la administración –en el régimen de Buenos Aires como en el de 
Santa Fe- la obligación de constituir expresamente “la superficie del predio afectada” - 
y “la estimación de la frecuencia de inundación y permanencia de las aguas durante la 
ocupación hídrica”. Los datos que requieren las normas son necesarios y deben ser 
precisos, ya que una gran parte de la efectividad del régimen jurídico dependerá de la 
información con la que cuente el Estado sobre los terrenos afectados por la obra y 
aquellos que recibirán los efectos de la misma en tiempo de lluvias normales y 
anormales. Así, también, el grado de permeabilidad del terreno. 
Entre las facultades que se atribuyen al titular de la servidumbre como 
consecuencia de la creación del derecho real a su favor, la principal es la de anegar el 
predio en la medida que se prevea en el proyecto, tal hecho es la razón de ser de la 
servidumbre que ha sido planteada por el legislador como una medida para prevenir, 
detener o mitigar las consecuencias negativas de obras públicas aprobadas por la 
Provincia. Tal anegamiento –en el caso de Buenos Aires- deberá ser de carácter 
temporario, caso contrario, habilitaría la expropiación del bien. La normativa 
santafecina no establece el carácter temporal de las aguas.  
El principio en la ocupación es que cuando la misma excede el plazo previsto en 
la ley que la autorizó o supere un tiempo razonable conlleva la posibilidad de solicitar la 
expropiación del bien por parte de su titular. Esta solución es aplicable para las 
situaciones que acontezcan bajo el régimen jurídico de Buenos Aires como en el de 
Santa Fe.  
Durante el periodo en que los cursos de los ríos o los cuerpos de aguas se 
encuentran normales sin posibilidad de crecidas –o tiempo de sequía–, quien revista la 
titularidad del inmueble podrá desarrollar las tareas que son propias o inherentes a la 
naturaleza del inmueble inundable, con la única obligación de solicitar la aprobación. 
Así, los propietarios y/o ocupantes gozan del “derecho” de “ejecutar” distintos actos de 
dominio, entre los que se pueden mencionar los de explotar, forestar, sembrar los lotes 
donde se han delimitado las servidumbres de ocupación hídricas. Ello siempre, a riesgo 
10  La CSJN ha entendido que la reglamentación de la ley puede establecer condiciones, requisitos, 
limitaciones o distinciones, siempre que se “ajustan al espíritu de la norma reglamentada y sirven, 
razonablemente, a la finalidad esencial que ella persigue”, Fallos 330:2255. 
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propio y sujeto a aprobación de la Autoridad de aplicación y siempre que tales 
actividades no obstaculicen el ejercicio regular del derecho del titular de la 
servidumbre11.  
b) La indemnización como compensación de los daños. 
Como en toda relación jurídica se verifican derechos y/o garantías que el mismo 
ordenamiento jurídico reconoce en cabeza de las personas que ven sacrificado su 
derecho –el uso y goce de la propiedad por un espacio de tiempo–, de los cuales, el más 
relevante es el derecho a un resarcimiento económico justo.  
La indemnización a favor del titular del bien afectado se convierte en un aspecto 
sensible de ambas regulaciones, ya que siempre resulta dificultoso –por las pretensiones 
que se esgrimen y las aspiraciones legítimas de los actores involucrados– englobar el 
detrimento o sacrificio especial que se impone al propietario del inmueble. En el caso, 
tal sacrificio implicará aceptar por un periodo -que en la ley aparece “indeterminado”-, 
la posibilidad de recibir aguas en sus propiedades. De la fundamentación y redacción de 
las normas es dable concluir que la eliminación del agua de los reservorios –por sequía 
o escurrimiento normal-  no importará, en próxima inundación, el nacimiento, a favor de 
los titulares, del derecho a una nueva indemnización, dado que este nuevo daño queda 
cubierto por el pago del canon –en Buenos Aires – o la indemnización –en Santa Fe-. 
En el caso de la ley bonaerense –14540- se establece que el pago se efectivizará 
“por única vez” con intervención de la “Fiscalía de Estado”, organismo de la 
Constitución provincial  a quien se le atribuye la facultad de calcular el detrimento y 
arribar al monto final. Asimismo, prevé directivas de orden matemático y financiero 
para establecer la suma que percibirá quien acredite la titularidad o posesión del 
inmueble.  
En el régimen santafecino también se prevé la indemnización, destacando que 
debe considerarse para su “determinación” las superficies “que naturalmente serían 
afectadas por crecidas y en forma previa a la concreción de las obras”. El organismo 
competente para establecer las indemnizaciones es “la Junta de Valuaciones de la 
Provincia de Santa Fe” que intervendrá en “forma previa a la notificación a los 
propietarios, a los fines de realizar el cálculo de la indemnización”.  
En el ordenamiento especial  de Buenos Aires, para arribar al monto final que 
recibirá el propietario en concepto de resarcimiento deberá considerarse: el valor de la 
11 Conf. inc. b art. 4 Decreto 285/17 y  art. 8 ley 14540. 
 8 
                                                        
tierra de “condiciones óptimas” en la zona donde se encuentre el inmueble gravado; el 
coeficiente de ajuste previsto normativamente para la determinación de la valuación 
fiscal del inmueble; el coeficiente, denominado “de restricción” para establecer el grado 
de “limitaciones impuestas por las servidumbres”, “la probable frecuencia de 
inundaciones” y “el tiempo de permanencia” de las aguas; por último, se prescribe que 
de las pautas antes citadas deberá nacer “el valor” que se aplicará al área comprendida 
por la zona de ocupación hídrica.  
La norma santafecina –el decreto reglamentario-  como lo adelantáramos se 
indica como pauta general para la indemnización de las servidumbres “la superficie del 
predio a afectar, y el grado de afectación que implique la servidumbre”.  En el caso 
específico de la ocupación hídrica se agrega “la probable frecuencia de los 
anegamientos”. Aspecto este último que necesitará de una fuerte información oficial que 
brinde elementos para determinar los conceptos que, prima facie, aparecen 
indeterminados.  
Un interrogante que aparece en este apartado de las normas es el vinculado a 
cuáles daños deben indemnizarse, es decir que ítems quedarán incorporados en el monto 
final que se apruebe como pago a favor del propietario. Un análisis de ambos casos12,13 
lleva a concluir que los detrimentos o ítems que corresponden resarcir por parte del 
Estado son significativamente menores si los confrontamos con aquellos que se venían 
reconociendo en sede judicial en los procesos de daños. 
La ley de Buenos Aires circunscribe la indemnización al “valor de la tierra” 
afectada por las obras o trabajos llevados adelante por la provincia para cumplir los 
objetivos de la ley. Tal redacción, entendemos, abarcará el “justo valor de la cosa o 
bien” y también los “perjuicios que sean consecuencia forzosa y directa” de la 
servidumbre en cuestión, pauta ésta última que contiene la ley de expropiación. No se 
permitirá reparación alguna fundada en lucro cesante, daño moral, valor afectivo, ni 
panorámico. 
Si bien la pauta inserta en la normativa expropiatoria ha sido considerada 
especialmente en el tópico que nos ocupa –indemnización– para la generalidad de las 
servidumbres administrativas citadas, por presentar afinidades que las vinculan, 
igualmente el Alto Tribunal de Justicia de la Provincia de Buenos Aires ha advertido 
que “cada una de ellas son especies diferentes de limitaciones públicas a la propiedad. 
12 Art. 11 ley 14540 
13 Art. 3 Dec. 285/17 
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Se distinguen por el alcance e intensidad de la afectación al dominio; de allí que den 
lugar a situaciones que no son plenamente asimilables. En el ámbito de limitaciones no 
ablatorias la mera existencia del gravamen puede incluso no reflejarse en una pérdida 
apreciable del valor venal del inmueble, ni originar per se derecho a indemnización” . 
El pago que se logre consensuar o se fije judicialmente debe ser abonado de 
manera “previa” al ingreso del bien afectado, como así también debe estar expresado en 
moneda de curso legal. Y además, cabe recordar que la propia jurisprudencia del 
máximo tribunal de justicia nacional da cuenta de la procedencia de una nueva 
indemnización cuando ha quedado acreditado que el incorrecto accionar del Estado ha 
sido el causante que el inmueble anteriormente inundado ha sufrido otro anegamiento 
que afecta su productividad, aun cuando su titular había recibido una suma anterior por 
similar concepto. 
Frente a la falta de acuerdo o por situaciones especiales ambos regímenes 
jurídicos –Buenos Aires  y Santa Fe- permiten la constitución de la servidumbre por 
orden judicial. Así procederá cuando fracasaran las gestiones directas, se verifique 
urgencia en la iniciación de las obras, no se encuentre acreditada fielmente la titularidad 
del dominio del o de los inmuebles afectados o se ignore la misma. También deberá 
recurrirse a la justicia frente a títulos imperfectos o cuando los bienes se encuentren en 
litigios judiciales o existan medidas de gravamen que los afecten. 
En ambos regímenes jurídicos el propietario del predio podrá demandar la 
extinción de la servidumbre de ocupación hídrica, recobrando el dominio pleno del bien, 
pero –a diferencia de otras limitaciones – sin obligación de restituir “lo recibido como 
única y exclusiva indemnización”. De tal forma, producida la causal de extinción, el 
propietario recuperará el dominio pleno, mediante la pertinente declaración e 
inscripción a su favor sin devolución de lo recibido como única y exclusiva 
indemnización. 
En aquellos supuestos en que la servidumbre administrativa implique para el 
fundo sirviente una limitación que lo torne económicamente irracional, la autoridad 
administrativa podrá decidir la expropiación parcial o total del mismo, o el propietario 
solicitarla. 
c) Otras soluciones que deben considerarse frente a daños ocasionados 
por las inundaciones: la expropiación,  las indemnizaciones por daños y los 
convenios privados de ocupación hídrica.  
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Sintetizadas las principales pautas legales que establecen las legislaciones  
provinciales, cabe recordar cuales eran las soluciones propiciadas desde la doctrina y 
jurisprudencia,  en supuestos como los que ahora busca reglarse- Ello toda vez que las 
inundaciones se tornaron recurrentes y no ya excepcionales14.  
Las consecuencias negativas, no siempre imputables directamente a obras o 
actividades estatales, abrieron distintas soluciones con el fin de dar respuestas a los 
perjuicios ocasionados a los titulares de los bienes afectados.  Tales respuestas son las 
que deben confrontarse con la que proviene ahora de la ocupación hídrica y, en cada 
caso, sopesar cual resulta más equitativa y eficaz considerando los derechos implicados 
y el bien público comprometido.  
La expropiación asomaba como una de las alternativas posibles adoptadas por el 
Estado para hacer frente a los perjuicios causados por las obras ejecutadas para mitigar 
los efectos de las crecidas de aguas. El ordenamiento jurídico santafecino en comentario 
la establece como criterio determinante. 
Dicha solución, la de expropiación de los terrenos inundados o inundables,   
convivía con acciones judiciales (juicios de daños) que articulaban los titulares de los 
inmuebles tendientes a determinar, adecuadamente, el quantum del resarcimiento por 
los daños ocasionados15, aunque las indemnizaciones fijadas judicialmente no lograban, 
en muchos casos, la resolución del problema de fondo. 
También en algunas obras públicas, con el fin de planificar y mitigar las 
consecuencias dañosas, la Provincia de Buenos Aires utilizó “convenios de 
servidumbres administrativas de ocupación hídrica”16. Ello implicó formalizar acuerdos 
con los propietarios sobre la fijación del monto indemnizable y la posibilidad cierta que 
las aguas puedan ingresar a sus propiedades de manera temporal como consecuencia de 
aquellas obras. 
14 Prestamos atención a la cuestión en un comentario que realizamos al fallo de la Suprema Corte de 
Justicia de la Provincia de Buenos Aires, recaído en la causa “Municipalidad de Rivadavia v. 
Municipalidad de Trenque Lauquen y otro - 24/4/02”, si bien allí nos detuvimos en examinar los 
criterios esbozados por el Alto Tribunal de Justicia para configurarse un “conflicto municipal” de 
conformidad a lo previsto en el artículo 196 de la Constitución Provincial. En Jurisprudencia 
Argentina, 2002-IV, 18/12/2002, pág. 83. 
15A título ejemplificativo, SCBA causa LP C 107081 “Rimasa S.A. Agropecuaria, Comercial, 
Financiera e Inmobiliaria”, sent. del 19/12/2012 –JUBA–. 
16 Se puede ver en la obra pública denominada “Presa la Isidora” en el Partido de Azul, la cual tiene 
por objeto la regulación de los caudales fluviales generados en la cuenca alta del Arroyo Azul, con 
el fin de atenuar los efectos de las crecidas extraordinarias, especialmente sobre el casco urbano de 
la ciudad. Esta obra de retención se ubica sobre el curso medio del Arroyo Azul, en las vecindades 
de la Estancia La Isidora, aproximadamente a unos 35 kilómetros aguas arriba de la ciudad. La obra 
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En el caso de las indemnizaciones fijadas judicialmente, no en pocos casos, los 
inmuebles –por sus características o ubicación– no permitían el escurrimiento rápido del 
agua, lo cual acarreaba un lento o nulo desagote, que hacía difícil prever el momento en 
que el inmueble retornaría a su productividad habitual17 y, de tal forma, la Provincia no 
lograba desligarse de su obligación patrimonial, ya que la permanencia del agua hacía 
renacer el derecho del titular o poseedor del inmueble a peticionar una nueva 
indemnización y la apertura de nuevas instancias de negociación o procesos judiciales.  
Las sentencias que se han ocupado de la temática -indemnización por 
inundaciones-  dan cuenta del criterio propugnado en lo que respecta a los ítems 
indemnizables, señalando que la reparación debía incluir todos aquellos daños que, 
mediante la prueba respectiva, se encuentren comprobados18. 
III.- Algunas consideraciones finales para pensar.  
Los regímenes jurídicos locales que ha merecido nuestro estudio suman en sus 
ordenamientos jurídicos una particular limitación al dominio, con el fin de brindar 
previsibilidad y seguridad a los afectados por los daños que generan las obras que lleva 
adelante el Estado provincial y, de tal forma, paliar las consecuencias negativas de las 
inundaciones. 
Corresponde insistir, para su análisis y debate –en el marco del presente 
congreso- sí el camino legal escogido por la Provincia de Santa Fe es el correcto al 
regular el régimen de servidumbres. Entendemos que la legislatura de dicha provincia 
realizó una delegación amplia a favor del Poder Ejecutivo para “imponer al dominio 
privado, restricciones, servidumbres u ocupaciones temporarias de oficio o a solicitud 
de interesados”.   
A nuestro criterio, la norma excede el ámbito de la delegación,  permitiendo la 
intromisión –por decreto- en aspectos que deben ser regulados por ley formal y, es más, 
le permite al P.E. determinar –sin pauta alguna- cuando resultaría viable constituir una 
restricción administrativa, una servidumbre u ocupación temporaria.  Tal como ya lo ha 
dicho la CSJN, toda delegación legislativa debe tener límites, permitiéndose solamente 
aquellas que traduzcan una actividad reglamentaria sin poder implicar ésta última el 
se engarza en el marco del decreto 3.737/2007 “Plan hidráulico provincial”, la ley 12.551 y en el 
decreto 37/2013. 
17 Ver SCBA causa C. 95597 “Possenti, Ruben” de fecha 1/10/2008, donde se explicita el criterio 
imperante en la justicia provincial para determinar la indemnización y el plazo que la misma venía a 
reparar por causa de las inundaciones de campos. 
18 Conf. CSJN, Fallos 327:247 
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ejercicio de la función legislativa 19 .  La ley 11.730 no ha precisado o clarificado 
adecuadamente la política legislativa en la temática que nos convoca, trasladando al 
órgano administrador delinear la misma “estructura” de la limitación al dominio20.  
También corresponde analizar,  si en base a aquella delegación efectuada por el 
legislador santafecino, resulta correcta la amplitud de la regulación efectuada por el 
Poder Ejecutivo estableciendo un ordenamiento jurídico especial al cual habrá que 
recurrir en los supuestos vinculados a las limitaciones al dominio en interés público. 
Sentado lo expuesto, los fundamentos dados al momento del dictado de las 
normas que les dan nacimiento ubican a la “servidumbre de ocupación hídrica” dentro 
de las medidas que proyecta el Estado para prevenir o detener desastres naturales, 
aunque tal afirmación solo podría validarse si se la examina como formando parte de un 
programa –entendido como planificación– integral de medidas legislativas y estatales 
destinadas a evaluar las condiciones ambientales y geográficas de las zonas 
comprometidas, la recurrencia de las precipitaciones y la permeabilidad de los suelos en 
momentos normales y anormales y, finalmente, las obras hidráulicas y civiles idóneas 
para brindar la seguridad que requieren los habitantes de la provincia21. 
En las legislaciones objeto de analisis en la presente ponencia se reconoce 
expresa o implicitamente que la acción del Estado es la generadora del daño y, por ello, 
es viable la indemnización. Asimismo, que el área del inmueble objeto de limitación 
podrá seguir en poder de su titular registral o poseedor, aunque su uso se verá alterado 
por el fin que se busca concretar. 
Desde la gestión estatal, los instrumentos jurídicos en analisis buscan convertirse 
en aptos para delinear los trabajos que, en base a una política hídrica adecuada y 
planificada, concretarán las tareas correctas para evitar el ingreso del agua a zonas 
19Lo ha dicho con claridad la CSJN en la famosa causa “Delfino”,  “existe una distinción fundamental 
entre la delegación de poder para hacer la ley y la de conferir cierta autoridad al Poder Ejecutivo o a un 
cuerpo administrativo a fin de reglar los pormenores y detalles necesarios para la ejecución de aquélla” 
(Fallos 148:430). Sobre el tema de la delegación legislativa puede verse la obra de Bianchi Alberto “La 
delegación legislativa”, Ed.Abaco Bs.As., 1990, también del mismo autor “La delegación legislativa: 
evolución y estado actual”, La Ley  2014-D-818. 
20 Se ha indicado, correctamente, que el Poder Ejecutivo no puede establecer los elementos estructurales 
del instituto jurídico que preve la norma constitucional como propio de ésta, pues era “un área en la que el 
Congreso debía adoptar decisiones precisas y completas”, fijando una "clara política legislativa" a fin de 
que el Poder Ejecutivo reglamente los pormenores de la ley en cuestión (conf. Voto concurrente del Dr. 
Zaffaroni en el Fallo 337:388).  
21 La provincia de Santa Fe con el dictado de la ley 11730 “Bienes inundables”, como su decreto 
reglamentario nro 3695/03 y el que ha merecido nuestro comentario, demuestran una preocupación 
concreta en el tema de las inundaciones.  
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pobladas o, en su caso, que los ríos o arroyos mantengan su caudal dentro de los 
parámetros promedios. 
Ahora bien, la “servidumbre administrativa de ocupación hídrica”, tal cual han 
quedado plasmadas, entendemos, desdibuja, pensamos, la figura jurídica sobre la que se 
gesta (servidumbre administrativa) estableciendo en ambas legislaciones –Buenos Aires 
y Santa Fe- un régimen híbrido o maleable dado que, si bien la esencia de la regulación 
busca establecer pautas claras para que el Estado ocupe con agua determinados 
inmuebles con el fin de salvar otras áreas o espacios físicos, la regulación contiene 
aspectos que la acercan, por una parte, a la “ocupación temporánea” y, por otra, la 
regulaciones prescribes que, supletoriamente, se aplicará el régimen de la expropiación. 
En la ley de Buenos Aires estas particularidades son evidentes. 
Esta inestabilidad de las regulaciones legales podrían ocasionar dificultades en 
su ejecución, deviniendo necesaria mayor especificación para clarificar aquellos 
aspectos de la ley que generan algunos interrogantes (v. gr. periodicidad del pago del 
“canon”, ítems que debe incluir la indemnización, pautas para determinar el índice de 
permeabilidad de los terrenos, entre otros). Especial consideración – y precisión- 
merece la extensión de la indemnización que se concede al afectado cuando la 
inundación adquiere carácter de temporaria.  
En tal contexto, al momento de determinar la reparación económica, se abrirán 
distintas aristas que merecerán un estudio detenido para arribar a una compensación 
justa; en efecto las fluctuaciones/variabilidad del sistema natural (hídrico en este caso) 
hacen difícil determinar las cantidades/tiempos de inundación o anegamiento de forma 
determinada – es por ello que se trabaja en base a probabilidades, como el pronóstico 
del clima –; este aspecto lo diferencia con el gasoducto, en que la afectación (y por lo 
tanto la compensación económica) es más clara.  De tal forma, la probabilística y esta 
variabilidad o incertidumbre hidrológica se deberá considerar en la estimación de los 
perjuicios.   
Sobre el punto la Corte Suprema de la Nación ha postulado que los actos lícitos 
producidos por el Estado no lo relevan de la obligación de resarcir los perjuicios 
sufridos por los particulares que se hubiesen derivado de aquéllos, por lo que no pueden 
limitarse al daño emergente con exclusión del lucro cesante 22 . Tal directiva 
22CSJN Fallos 312:2266. 
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jurisprudencial debe ser ahora confrontada con las pautas que contiene la ley 26.94423 
que expresamente rechaza el reconocimiento de lucro cesante en los supuestos de daños 
provenientes de actos lícitos, situación que puede ser considerada en la aplicación de la 
ley provincial que nos ocupa.  
Cabe recordar –para confrontar con la limitación al dominio en comentario- que 
de la extensión de la indemnización en el campo de la responsabilidad del Estado se ha 
ocupado la doctrina especializada propugnando una ampliación de la base y de las 
razones que fundan un sistema de responsabilidad estatal acorde con los principios 
constitucionales implicados24.  Y, antes de la aparición del régimen jurídico objeto de 
análisis en esta ponencia, la indemnización que percibía el titular del bien no encontraba 
un limite tan estricto como el que aparece en las normas objeto de estudio en la 
ponencia, admitiéndose por parte de la Corte Suprema de Justicia de la Nación la 
procedencia del lucro cesante25 o el lucro cesante futuro o daño futuro26.  
De la comparación de las distintas soluciones que podía echarse mano para 
compensar los daños, las normas locales en comentario han seleccionado aquella que –
prima facie- reduce los montos e ítems que se venían estableciendo –fundamentalmente- 
en las sentencias de daños y perjuicios, lo que conllevaría a una discusión de la 
legalidad o constitucionalidad del régimen a tenor de los derechos involucrados.   
23 B.O. 8/8/14, sobre la ley de responsabilidad del estado en al ámbito nacional puede consultarse, Pablo 
Perrino “La responsabilidad del Estado y de los funcionarios públicos”, editorial La Ley, 2016. También 
la publicación de la Revista Argentina del Régimen de la Administración Pública Nro. 437 donde 
distintos autores analizan el articulado de la legislación citada; febrero de 2015.  
24 Al respecto, ver Juan Carlos Cassagne, “El principio general de la justa indemnización en la 
responsabilidad del Estado ¿justicia conmutativa o distributiva?”, en La Ley 14/9/2015, Rev. La Ley 
2015-E, 765. 25 CSJN Fallos 312:2266 
26 Fallos, 307:1515 y 325:255. Descartándose la procedencia del “daño moral” en tales supuestos (Fallos, 
318:1440). 
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